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Candelaria Rosa, la Jueza Álvarez Esnard y la Jueza Díaz Rivera. 
 
Díaz Rivera, Jueza Ponente 
 

 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 09 de agosto de 2024. 

Los tribunales tienen que armonizar, siempre que sea 
posible, todos aquellos estatutos y reglamentos 
administrativos involucrados para la solución justa de la 
controversia. De modo que, se obtenga un resultado sensato, 
lógico y razonable. Moreno Lorenzo y otros v. Departamento 
de la Familia, 207 DPR 833 (2021). 
 

Comparece ante nos, Roberto Quiñones López (Quiñones 

López o recurrente) y nos solicita que revisemos la Resolución 

emitida por la Junta de Libertad Bajo Palabra (JLBP o recurrida) el 

16 de mayo de 2024. Mediante dicto dictamen, la JLBP determinó 

que no contaba con jurisdicción para evaluar el caso.  

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

confirma la Resolución de la cual se recurre. 

I.  

Con fecha del 27 de febrero de 2024, la JLBP emitió una 

Resolución mediante la cual determinó que Quiñones López no 

cualifica para beneficiarse del privilegio de libertad bajo palabra.1 

Según surge del expediente ante nos, la Resolución fue archivada en 

autos el 26 de marzo de 2024. Además, surge que fue notificada por 

 
1 Véase, Apéndice en el Anejo I pág. 1-4 de la Petición de Revisión Administrativa. 
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correo electrónico a la representación legal de Quiñones López el 4 

de abril de 2024.2 El 16 de abril de 2024, el recurrente fue notificado 

personalmente a través del Oficial Pacheco.3  

Consecuentemente, el 6 de mayo de 2024, Quiñones López 

presentó una Moción en Reconsideración de Resolución de No 

Conceder Privilegio de Libertad Bajo Palabra.4 Entretanto, el 9 de 

mayo de 2024, la parte recurrente presentó una Moción Informativa 

Reconsideración […].5 Luego, el 16 de mayo de 2024, la JLBP emitió 

una Resolución mediante la cual determinó que la solicitud de 

reconsideración se presentó fuera del término establecido por ley.6 

Asimismo, determinó que no cuenta con jurisdicción para evaluar el 

caso.  

El 23 de mayo de 2024, Quiñones López presentó una Moción 

en Reconsideración de Resolución de No Jurisdicción.7 No surge del 

expediente ante nuestra consideración que dicho escrito haya sido 

atendido por la JLBP. Inconforme, el 17 de junio de 2024, el 

recurrente acudió ante nos mediante una Petición de Revisión 

Administrativa y alegó la comisión del siguiente error: 

ERRÓ LA JVBP AL DECLARARSE SIN JURISDICCIÓN 
PARA ATENDER LA RECONSIDERACIÓN CUANDO 

EL RECURRENTE FUE NOTIFICADO POR SU 
TÉCNICO SOCIOPENAL, CUARENTA Y NUEVE (49) 
DÍAS DESPUÉS DE EMITIDA LA RESOLUCIÓN, EN 

CRASO ABUSO DE DISCRECIÓN Y LA CLARA 
VIOLACIÓN AL DEBIDO PROCESO DE LEY EN LA 
APLICACIÓN E INTERPRETACIÓN INADECUADA DE 

SU PROPIO REGLAMENTO.  
 

Examinada la Petición de Revisión Administrativa, este 

Tribunal emitió una Resolución el 25 de junio de 2024, 

concediéndole un término de veinte (20) días a la parte recurrida 

para que expresara su posición al recurso. El 17 de julio de 2024, la 

 
2 Véase, Apéndice en el Anejo IV pág. 14 de la Petición de Revisión Administrativa. 
3 Véase, Apéndice en el Anejo V pág. 18 de la Petición de Revisión Administrativa.  
4 Véase, Apéndice en el Anejo II pág. 7 de la Petición de Revisión Administrativa. 
5 Véase, Apéndice en el Anejo III pág. 11 de la Petición de Revisión Administrativa. 
6 Véase, Apéndice en el Anejo IV pág. 12 de la Petición de Revisión Administrativa 
7 Véase, Apéndice en el Anejo V pág. 15 de la Petición de Revisión Administrativa. 
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parte recurrida presentó una Solicitud de Término. Acto seguido, el 

23 de julio de 2024, la parte recurrida presentó un Escrito en 

Cumplimiento de Resolución y Solicitud de Desestimación. Con el 

beneficio de la comparecencia de todas las partes, pasamos a 

resolver. 

II.  

A. Revisión judicial de las determinaciones administrativas  

La Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme del 

Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm. 38-2017, según enmendada, (3 

LPRA sec. 9601 et seq.) (LPAU), se creó a los fines de uniformar los 

procedimientos administrativos ante las agencias. 

Consecuentemente, desde la aprobación del procedimiento provisto 

por la LPAU, los entes administrativos están precisados a conducir 

sus procesos de reglamentación, adjudicación y concesión de 

licencias y permisos de conformidad con los preceptos de este 

estatuto y el debido proceso de ley. López Rivera v. Adm. de 

Corrección, 174 DPR 247, 254-255 (2008). 

La Sección 4.1 de la LPAU, dispone que las decisiones 

administrativas finales pueden ser revisadas por el Tribunal de 

Apelaciones. (3 LPRA sec. 9671).  La finalidad de esta disposición es 

delimitar la discreción de los organismos administrativos para 

asegurar que estos ejerzan sus funciones conforme a la ley y de 

forma razonable. Simpson y otros v. Consejo de Titulares y otros, 

2024 TSPR 64, 213 ___ (2024). Véase, además, Capó Cruz v. Jta. de 

Planificación et al., 204 DPR 581, 590-592 (2020); Empresas Ferrer, 

v. ARPe, 172 DPR 254, 264 (2007). Es decir, la revisión judicial 

permite a los tribunales garantizar que las agencias administrativas 

actúen dentro de los márgenes de las facultades que le fueron 

delegadas por ley. Capote Rivera y otros v. Voilí Voilá Corp. y otros, 

2024 TSPR 29, 213 DPR ___ (2024). A su vez, posibilita el poder 
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constatar que los organismos administrativos “cumplan con los 

mandatos constitucionales que rigen el ejercicio de su función, 

especialmente con los requisitos del debido proceso de ley”. Íd. Así, 

la revisión judicial constituye el recurso exclusivo para revisar los 

méritos de una decisión administrativa sea esta de naturaleza 

adjudicativa o de naturaleza informal. Capote Rivera y otros v. Voilí 

Voilá Corp. y otros, supra; Depto. Educ. v. Sindicato Puertorriqueño, 

168 DPR 527 (2006).  

Es norma reiterada que las decisiones de los organismos 

administrativos están revestidas de una presunción de regularidad 

y corrección, OCS v. CODEPOLA, 202 DPR 842, 852-853 (2019). Esto 

debido a que, mediante esta norma se reconoce el peritaje del que 

gozan los organismos administrativos en aquellas materias que le 

han sido delegadas por ley.  OCS v. Universal, 187 DPR 164, 178 

(2012); The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, 185 DPR 800, 821 

(2012). 

Nuestro máximo Foro ha establecido que, al ejercer la revisión 

judicial los tribunales no pueden descartar de forma absoluta la 

determinación de una agencia, sino que primero tienen que 

examinar la totalidad del expediente y determinar si la 

interpretación de la agencia representó un ejercicio razonable de su 

discreción administrativa, así fundamentado en la pericia particular 

de esta, en consideraciones de política pública o en la apreciación 

de la prueba. Capote Rivera y otros v. Voilí Voilá Corp. y otros, supra; 

Otero v. Toyota, 163 DPR 716 (2005).   

Cónsono con lo anterior, la sección 4.5 de la LPAU establece 

que los tribunales deben sostener las determinaciones de hechos de 

las agencias si están basadas en "evidencia sustancial que obra en 

el expediente administrativo".  (3 LPRA sec. 9675).  Como vemos, la 

norma anterior nunca ha pretendido ser absoluta.  Por eso, el 
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Tribunal Supremo ha resuelto con igual firmeza que los tribunales 

no pueden extender un sello de corrección, so pretexto de 

deferencia, a las determinaciones o interpretaciones administrativas 

irrazonables, ilegales, o simplemente, contrarias a derecho.  Super 

Asphalt v. AFI y otro 206 DPR 803, 819 (2021); Graciani Rodríguez 

v. Garage Isla Verde, 202 DPR 117, 127 (2019).  

Sin embargo, la citada Sección 4.5 de la LPAU, supra, dispone 

que "[l]as conclusiones de derecho serán revisables en todos sus 

aspectos por el tribunal". Aun así, se sustituirá el criterio de la 

agencia cuando no se pueda hallar fundamento racional que 

explique o justifique el dictamen administrativo.  Rolón Martínez v. 

Supte. Policía, 201 DPR 26, 36-37 (2018).  Por ende, "los tribunales 

deben darle peso y deferencia a las interpretaciones que la agencia 

realice de aquellas leyes particulares que administra".  Torres Rivera 

v. Policía de PR, 196 DPR 606, 627 (2016).  Lo anterior responde a 

la vasta experiencia y conocimiento especializado que tienen las 

agencias sobre los asuntos que le son encomendados. González 

Segarra et al. v. CFSE, 188 DPR 252, 276 (2013). 

Al revisar las decisiones de las agencias, el criterio rector que 

debe guiar a los tribunales es la razonabilidad de la actuación, 

aunque ésta no tiene que ser la única o la más razonable. Vargas 

Serrano v. Inst. Correccional, 198 DPR 230, 237 (2017).  Por lo tanto, 

al momento de examinar un dictamen administrativo se determina 

que: (1) la decisión administrativa no está basada en evidencia 

sustancial; (2) la agencia erró en la aplicación de la ley (3) el 

organismo administrativo actuó de manera irrazonable, arbitraria o 

ilegalmente; o (4) su actuación lesiona derechos constitucionales 

fundamentales, entonces la deferencia hacia los procedimientos 

administrativos cede. Empresas Ferrer v. ARPe, supra, pág. 264. 
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En esta tarea, los foros judiciales analizarán los aspectos 

siguientes: (1) si el remedio concedido por la agencia fue apropiado; 

(2) si las determinaciones de hecho que realizó la agencia están 

sostenidas por evidencia sustancial, y (3) si las conclusiones de 

derecho fueron correctas. Asoc. Fcias v. Caribe Specially et al. II, 179 

DPR 923, 940 (2010). Mientras que, las determinaciones de hecho 

se deben sostener si las mismas se basan en evidencia sustancial 

que surja de la totalidad del expediente administrativo, Rolón 

Martínez v. Supte. Policía, 201 DPR 26, 36 (2018), las 

determinaciones de derecho pueden ser revisadas en su totalidad.  

Torres Rivera v. Policía de PR, supra, pág. 627.  

Si bien es cierto que la revisión judicial no equivale a la 

sustitución automática del criterio e interpretación del organismo 

administrativo, Rebollo v. Y Motors, 161 DPR 69, 77 (2004), los 

tribunales revisores descartarán el criterio de los entes 

administrativos cuando "no se pueda hallar fundamento racional 

que explique o justifique el dictamen administrativo". Rolón Martínez 

v. Supte.  Policía, supra. Si la interpretación y la aplicación del 

derecho no es correcta, el foro apelativo está obligado a intervenir. 

JP, Plaza Santa Isabel v. Cordero Badillo, 177 DPR 177, 187 (2009).  

"En esas circunstancias, [el foro apelativo] cederá la deferencia que 

merecen las agencias en las aplicaciones e interpretaciones de las 

leyes y los reglamentos que administra". Super Asphalt Pavement, 

Corp. v. AFI y otros, supra. Véase, además, Capote Rivera y otros v. 

Voilí Voilá Corp. y otros, supra; Rolón Martínez v. Supte. Policía, 

supra.   

B. Jurisdicción  

Como es sabido, “[la] jurisdicción es el poder o autoridad de 

un tribunal para considerar y decidir casos y controversias”. RB 

Power, Inc. v. Junta de Subastas de la ASG PR, 2024 TSPR 24, 213 
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DPR ___ (2024). Véase, además, Pueblo v. Torres Medina, 211 DPR 

950 (2023); Cobra Acquisitions, LLC. v. Mun. de Yabucoa, 210 DPR 

384 (2022). Así, para adjudicar un caso el tribunal debe tener tanto 

jurisdicción sobre la materia como sobre las partes litigiosas. Cobra 

Acquisitions, LLC. v. Mun. de Yabucoa, supra, pág. 394. Por 

consiguiente, el primer factor a considerar en toda situación jurídica 

que se presente ante un foro adjudicativo es el aspecto 

jurisdiccional. RB Power, Inc. v. Junta de Subastas de la ASG PR, 

supra; Torres Alvarado v. Maderas Atiles, 202 DPR 495 (2019).  

En ese sentido, el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha 

enfatizado consistentemente que la falta de jurisdicción “trae 

consigo las consecuencias siguientes: (1) no es susceptible de ser 

subsanada; (2) las partes no pueden voluntariamente conferírsela a 

un tribunal como tampoco puede éste arrogársela; (3) conlleva la 

nulidad de los dictámenes emitidos; (4) impone a los tribunales el 

ineludible deber de auscultar su propia jurisdicción; (5) impone a 

los tribunales apelativos el deber de examinar la jurisdicción del foro 

de donde procede el recurso, y (6) puede presentarse en cualquier 

etapa del procedimiento, a instancia de las partes o por el tribunal 

motu proprio”. MCS Advantage, Inc. v. Fossas Blanco y otros, 211 

DPR 135 (2023). Véase, además, Fuentes Bonilla v. ELA et al., 200 

DPR 364, 372 (2018); González v. Mayagüez Resort & Casino, 176 

DPR 848, 855 (2009). 

Además, sabido es que ante la situación en la que un tribunal 

carece de autoridad para atender un recurso, solamente procede 

decretar la desestimación del caso ante su consideración.  Lozada 

Sánchez et al. v. JCA, 184 DPR 898, 909 (2011).  Las cuestiones de 

jurisdicción por ser privilegiadas deben ser resueltas con 

preferencia, y de carecer un tribunal de jurisdicción lo único que 

puede hacer es así declararlo. Pérez Rosa v. Morales Rosado, 172 
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DPR 216, 222 (2007). Véase, además, Carattini v. Collazo Syst. 

Analysis, Inc., 158 DPR 345, 355 (2003); Autoridad Sobre Hogares v. 

Sagastivelza, 71 DPR 436, 439 (1950). Al hacer esta determinación, 

debe desestimarse la reclamación sin entrar en los méritos de la 

controversia. MCS Advantage, Inc. v. Fossas Blanco y otros, supra; 

González Santos v. Bourns P.R., Inc., 125 DPR 48, 63 (1989).  En 

consecuencia, la ausencia de jurisdicción es insubsanable.  S.L.G. 

Solá-Moreno v. Bengoa Becerra, 182 DPR 675, 683 (2011); Vázquez 

v. A.R.P.E., 128 DPR 513, 537 (1991).  

Por lo tanto, un tribunal que carece de jurisdicción 

únicamente tiene jurisdicción para así declararlo y desestimar el 

caso. Ruiz Camilo v. Trafon Group, Inc., 200 DPR 264 (2018). Véase, 

además, Moreno González v. Coop. Ahorro Añasco, 177 DPR 854, 

859-860 (2010); S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 

882 (2007).  A tenor con lo anterior, les corresponde a los tribunales 

ser los guardianes de su jurisdicción, independientemente de que la 

cuestión haya sido planteada anteriormente o no.  Dávila Pollock et 

al. v. R.F. Mortgage and Investment Corp., 182 DPR 86, 97 (2011). 

Véase, además, Moreno González v. Coop. Ahorro Añasco, supra, pág. 

859; S.L.G. Szendrey-Ramos v. F. Castillo, supra.  

C. Junta de Libertad Bajo Palabra  

La Ley Núm. 118 de 22 de julio de 1974 (4 LPRA sec. 1501 et 

seq.), según enmendada, conocida como la Ley de la Junta de 

Libertad Bajo Palabra (Ley Núm. 118-1974), creó la JLBP adscrita 

al Departamento de Corrección y Rehabilitación. Como parte de sus 

deberes y autoridades, la JLBP podrá decretar la libertad bajo 

palabra de cualquier persona que este recluida en cualquier 

institución penal del país, sujeto a que cumpla con el término 

mínimo dispuesto por ley y que no se trate de los delitos excluidos 

de dichos beneficios. Rivera Beltran v. J.L.B.P., 169 DPR 903 (2007).  
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Así pues, el propósito fundamental que persigue la Ley Núm. 

118-1974 es permitir que una persona que haya sido convicta y 

sentenciada a un término de reclusión pueda cumplir la última 

parte de su sentencia fuera de la institución penal, sujeto al 

cumplimiento de las condiciones que la Junta le imponga para 

concederle la libertad. Maldonado Elías v. González Rivera, 118 DPR 

260 (1987). Dicho propósito está en armonía con el mandato 

constitucional establecido en el Artículo VI, Sección 19, que 

establece, en lo pertinente, que “será política pública del Estado 

Libre Asociado […] reglamentar las instituciones penales para que 

sirvan a sus propósitos en forma efectiva y propender, dentro de los 

recursos disponibles, al tratamiento adecuado de los delincuentes 

para hacer posible su rehabilitación moral y social”. Art. VI, Sec. 19, 

Const. ELA, LPRA, Tomo 1.  

Cónsono con lo anterior, la JLBP adoptó el Reglamento de la 

Junta de Libertad Bajo Palabra, Reglamento Núm. 9232 de 18 de 

noviembre de 2020 (Reglamento Núm. 9232). En particular, el 

Artículo XIV del Reglamento Núm. 9232, Sección 14.3 (F) establece 

que: 

F. Notificación de la determinación 
 

1. La Junta notificará su determinación en el término de 
veinte (20) días calendarios, contados a partir de la fecha 
en que se emitió la determinación. 

 
2. En aquellos casos que la víctima haya solicitado la 

notificación de las determinaciones de la Junta o de la 
determinación de conceder la libertad bajo palabra, la 
notificación se hará conforme lo dispuesto en los incisos 
cuatro (4) y cinco (5) de la Sección 8.4 (B) de este 
Reglamento. 

 
3. En aquellos casos en que el peticionario o liberado 

comparezca mediante representación legal, la 
notificación al abogado se hará conforme lo dispuesto en 
el Artículo XI (H) (3) (a). La notificación se considerará 
efectuada con el acto de depositarla en el correo y de no 
recibirse devuelta por el servicio postal, se entenderá que 
la misma fue debidamente recibida. También, puede ser 
enviada a través de correo electrónico. 

 
4. Las resoluciones se notificarán al peticionario o liberado 

por conducto del técnico de servicios sociopenales 
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asignado a su caso, mediante correo interno. En estos 
casos, el peticionario o liberado firmará la copia de la 
citación notificada, indicando la fecha en que firmó la 
misma, lo cual constituirá la evidencia del 
diligenciamiento. Una vez diligenciada, será 
responsabilidad del técnico de servicios sociopenales 
devolver copia de la resolución a la Junta dentro del 
término de tres (3) días calendario, contados a partir de 
la fecha en que notificó la resolución al peticionario o 
liberado.  
 

Por otra parte, el Artículo XV, Sección 15.1 del Reglamento 

Núm. 9232 establece que “[c]ualquier parte adversamente afectada 

por una resolución u orden parcial o final, podrá solicitar a la Junta 

reconsideración sobre la misma dentro del término de veinte (20) 

días calendario desde la fecha de archivo en autos de la notificación 

de la resolución u orden”.  

Asimismo, el Artículo XVII, Sección 17.5 establece, entre otras 

cosas, que: 

A. Cuando una parte comparezca representada de abogado, 
toda notificación se hará a la parte y a dicho abogado, a 
la última dirección que obre en el expediente. 
 

B. Acogida una moción asumiendo representación legal, 
dicho abogado será el representante legal de la parte en 
todo procedimiento ante la Junta y como tal se le 
notificarán todas las determinaciones emitidas con 
relación a su cliente. 

 
C. No se relevará a ningún abogado de la representación 

legal de una parte hasta tanto presente una moción a 
esos efectos y así sea acogido por la Junta.  

 

Simultáneamente, la Regla 65.3 de Procedimiento Civil (32 

LPRA Ap. V) dispone como se notifican las órdenes, resoluciones y 

sentencias. Específicamente, el inciso (b) de la mencionada regla 

establece que: 

[e]l Secretario o la Secretaria notificará a la última dirección 
que se haya consignado en el expediente por la parte que se 
autorrepresenta o a la dirección del abogado o abogada que 
surge del registro del Tribunal Supremo para recibir 
notificaciones, en cumplimiento con la Regla 9, toda orden, 
resolución o sentencia que de acuerdo con sus términos deba 
notificarse a las partes que hayan comparecido en el pleito.  
 
 

Así pues, es conocido que como regla general las Reglas de 

Procedimiento Civil no aplican automáticamente en los 
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procedimientos administrativos. Moreno Lorenzo y otros v. 

Departamento de la Familia, supra. Sin embargo, nuestro máximo 

Foro ha sido enfático en que estas reglas son aplicables a estos 

procedimientos siempre y cuando, fueran compatibles con dicho 

proceso y propicien una solución justa, rápida y económica. Íd. 

También, se ha establecido que no procede su aplicación cuando la 

extensión de estas reglas acarrea trabas que obstaculizan la 

flexibilidad, agilidad o sencillez que debe tener el proceso 

administrativo. Íd. Así, nada impide que en casos apropiados se 

adopten normas de las Reglas de Procedimiento Civil para guiar el 

curso del proceso administrativo, cuando las mismas no sean 

incompatibles con el proceso y propicien una solución justa, rápida 

y económica. Íd.  

III.  

En su único señalamiento de error, Quiñones López arguyó 

que erró la JLBP al declararse sin jurisdicción para atender la 

reconsideración cuando fue notificado por su técnico sociopenal, 

cuarenta y nueve (49) días después de emitida la Resolución, en 

craso abuso de discreción y la clara violación al debido proceso de 

ley en la aplicación e interpretación inadecuada de su propio 

reglamento. No le asiste la razón. Veamos.  

De conformidad con los hechos aquí reseñados, el 27 de 

febrero de 2024, la JLBP emitió una Resolución mediante la cual 

determinó que el recurrente no cualifica para beneficiarse del 

privilegio de libertad bajo palabra. Dicha Resolución fue archivada 

en autos el 26 de marzo de 2024. No obstante, fue notificada por 

correo electrónico a la representación legal del recurrente el 4 de 

abril de 2024. Así las cosas, el 16 de abril de 2024, Quiñones López 

fue notificado personalmente a través del Oficial Pacheco. 
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Posteriormente, el 6 de mayo de 2024, Quiñones López 

presentó una Moción en Reconsideración de Resolución de No 

Conceder Privilegio de Libertad Bajo Palabra. Consecuentemente, el 

16 de mayo de 2024, la JLBP emitió una Resolución mediante la cual 

determinó que la solicitud de reconsideración se presentó fuera del 

término establecido por ley. Además, determinó que no cuenta con 

jurisdicción para evaluar el caso.  

En el caso ante nos, la representación legal de Quiñones López 

fue notificada de la Resolución conforme establece nuestro 

ordenamiento jurídico. Dicha notificación se efectuó el 4 de abril de 

2024. Así pues, a partir del 4 de abril de 2024 comenzó a decursar 

el término de veinte (20) días establecido en el Reglamento Núm. 

9232, para solicitar reconsideración. Esto, pues se realizó una 

notificación adecuada a la representante legal del recurrente. Así, la 

Lcda. Carmen Luna Padilla al ser notificada de la Resolución debió 

comunicarse con Quiñones López para auscultar la posibilidad de 

presentar una reconsideración dentro del término de veinte (20) 

días, a partir del 4 de abril de 2024.    

Así pues, el Reglamento Núm. 9232, supra, establece que 

cuando una parte comparezca representada por un abogado toda 

notificación se hará a la parte y a dicho abogado, a la última 

dirección que obre en el expediente. Véase, Artículo XVII, Sección 

17.5. Asimismo, la Regla 65.3 de Procedimiento Civil, supra, 

establece que las órdenes, resoluciones y sentencias se notificarán 

“a la dirección del abogado o abogada que surge del registro del 

Tribunal Supremo para recibir notificaciones”. Por lo tanto, es a 

partir de la notificación al representante legal de la parte que 

comienza a transcurrir el término para presentar una 

reconsideración o en su defecto, un recurso de revisión judicial ante 

este Tribunal.  
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No debemos perder de perspectiva que, los abogados y las 

abogadas son los que tienen el conocimiento legal y las destrezas 

para conocer el curso a seguir en sus casos.  

IV.  

Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la 

Resolución recurrida.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.  

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 

 


